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“Matar a un ser humano, es, y debe ser 

para un hombre de bien, el acto más difícil 

de la existencia, ello supone que enfrente 

de una situación extrema en que tal medio, 

sea con todo camino necesario de 

salvación de un bien valioso, significativo 

e importante” 

Santo Tomás de Aquino  

 

 

Introducción  

 

Antes de abordar brevemente algunos 

apuntes sobre la legítima defensa, resulta 

imperativo brindarle al lector la definición de 

delito, para lograr, de esta manera, una mejor 

comprensión de la configuración normativa de 

la legítima defensa como causal de ausencia de 

responsabilidad penal. En efecto, el delito, en 

su acepción genérica de infracción penal, es, 

en primer lugar, un hecho jurídico, en cuanto 

acontecimiento al que el derecho atribuye 

consecuencias jurídicas tales como penas de 

prisión. Pero ese hecho no es natural sino 

humano, porque solo la conducta –acción y 

                                                            
1 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Derecho Penal 

General, ed. Leyer, sexta reimpresión de la 

undécima edición, Bogotá, 1998, pág. 89.  

omisión– del hombre puede llegar a constituir 

delito y fundamentar la imposición de una 

sanción penal.  

 

Así las cosas, el delito, desde un punto de 

vista fenoménico1, está constituido por 

hechos, tales hechos son naturales o humanos, 

según que su causa sea debida a un fenómeno 

de la naturaleza o a una actividad del hombre. 

Los hechos humanos, a su vez, pueden 

interesar o no al derecho. En el primer caso, se 

les denomina jurídicos, en el segundo, 

extrajurídicos. Los hechos jurídicos humanos 

son voluntarios o involuntarios, en la medida 

en que sean o no el producto de un querer 

racional. Los voluntarios, por su parte, son 

lícitos si se acomodan al ordenamiento 

jurídico, e ilícitos si lo contrarían. Estos 

últimos dan origen al delito, como se muestra 

a continuación:  

 

 

HECHOS 

 

Naturales                    Humanos 

 

                         Jurídicos         Extrajurídicos 

 

Voluntarios            Involuntarios 

 

Actos lícitos       Actos Ilícitos 
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Desde un punto de vista fenoménico, el 

delito es –de acuerdo al esquema que 

antecede–, un hecho humano, jurídico, 

voluntario e ilícito.  

 

Ahora bien, desde un punto de vista 

jurídico, el delito es definido por el Artículo 9° 

del Código Penal Colombiano (Ley 599 de 

2000), como aquella conducta típica, 

antijurídica y culpable. En efecto, para que se 

configure un delito deben concurrir tres 

elementos fundamentales: i) la tipicidad, ii) la 

antijuridicidad y iii) la culpabilidad.  

 

En tratándose del primer elemento, en 

términos muy simples se puede decir que la 

tipicidad es el estudio de los tipos penales, esto 

es, de los diferentes delitos contenidos en el 

Código Penal, y el tipo penal es la descripción 

que el legislador hace de una conducta 

reprochable y punible, esto significa, 

merecedora de pena2. El segundo de los 

elementos, vale decir, la antijuridicidad, se 

define como el daño o peligro de daño, sin 

justificación jurídicamente atendible, para un 

derecho o bien jurídicamente tutelado por la 

ley penal. Obsérvese que, se hace referencia a 

la lesión o al peligro de lesión que se ocasiona 

a un derecho del cual es titular una persona, 

toda vez que ese daño de lesión o de peligro es 

lo que configura la ilicitud de la conducta. 

Finalmente, el tercer elemento que configura 

el delito, esto es, la culpabilidad, hace 

referencia al resultado de operación mental en 

                                                            
2 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Op. Cit., pág. 96.  

la que intervienen consiente y libremente las 

esferas intelectiva, afectiva y volitiva de la 

personalidad de quien comete el delito3, esto 

significa que, la culpabilidad puede ser 

definida en términos generales como el ánimo 

de causar daño a otra persona. A esa intención 

de causarle daño a otra persona se le conoce 

con el nombre genérico de culpabilidad.  

 

En ese orden de ideas, téngase en cuenta 

que, no toda conducta resulta ser merecedora 

de pena criminal, pues el Código Penal 

Colombiano en su Artículo 32, consagra unas 

causales de justificación, es decir, la ley penal 

de cierta manera permite cometer un delito si 

concurren cada uno de los requisitos que 

configuran las diferentes causales de ausencia 

de responsabilidad penal. Así, la legítima 

defensa como causal de ausencia de 

responsabilidad contenida en el Artículo 32, 

Numeral 6 del Código Penal, dispone lo 

siguiente: 

 

“Artículo 32. No habrá lugar a la 

responsabilidad penal cuando: 

 

(…) 

 

6. Se obre por la necesidad de defender un 

derecho propio o ajeno contra injusta 

agresión actual o inminente, siempre que 

la defensa sea proporcionada a la 

agresión.  

3 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Op. Cit., pág. 

203.  
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Se presume la legítima defensa en quien 

rechaza al extraño que, indebidamente, 

intente penetrar o haya penetrado a su 

habitación o dependencias inmediatas”.  

 

Con todo, la legítima defensa se 

constituye como la causal de ausencia de 

responsabilidad penal por excelencia, la cual 

merece un estudio detallado sobre la 

configuración de cada uno de sus requisitos 

para que en un caso determinado se pueda 

afirmar que la persona agredida actúo en 

legítima defensa.  

 

Causas de justificación  

 

Las causas de justificación contenidas en 

el Artículo 32 del Código Penal Colombiano 

(Ley 599 de 2000), son aquellos eventos que 

eliminan, que excluyen la antijuridicidad de 

un acto típico, en otras palabras, son las que 

hacen que una conducta, inicial y 

aparentemente delictiva, por estar 

debidamente justificada y perfectamente 

adecuada a derecho no genera consecuencias 

jurídico penales. 

 

El fundamento de las causas de 

justificación es muy sencillo de establecer: si 

una conducta no es antijurídica, esto significa, 

si no pone en peligro o lesiona sin justa causa 

el derecho o bien jurídico protegido por el 

derecho penal, dicha conducta no será 

delictiva y, por lo tanto, no genera 

responsabilidad penal. En este punto, es de 

capital importancia tener en cuenta que, la 

antijuridicidad como elemento estructurante 

del delito, es un elemento ineludible, como 

quiera que, si la causa de justificación elimina 

el daño o la lesión que se le ha causado al 

derecho o bien jurídico de una persona, ello 

significa que, se elimina la antijuridicidad de 

la conducta. Con dicha eliminación se 

eliminaría también el carácter delictual de la 

conducta que se realiza y, como consecuencia, 

se eliminaría también la responsabilidad 

penal.  

 

Clasificación de las causas de justificación 

 

Las causas de justificación se clasifican 

en i) causas comunes y ii) causas singulares, 

personales, especiales o particulares. 

 

Las causas de justificación comunes son 

las que amparan indistintamente a cualquier 

persona, satisfechas, claro está, las 

condiciones y/o requisitos de cada causa de 

justificación, porque no requieren una 

determinada calidad personal en la persona 

que la invoca. Por ejemplo, la legítima 

defensa, el estado de necesidad y, en general, 

la inmensa mayoría de las causas de 

justificación.  

 

En cambio, las causas de justificación 

singulares, personales, especiales o 

particulares son aquellas que amparan o 

pueden amparar solamente a determinada 

categoría o calidad de personas, satisfechas, 

las condiciones y/o requisitos de esas causas 

de justificación. Por ejemplo, el ejercicio 
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legítimo de autoridad, porque, como su 

nombre lo indica, únicamente puede amparar 

esta causal de justificación a una determinada 

calidad de personas, como lo es un agente de 

policía.  

 

La legítima defensa como causal de 

ausencia de responsabilidad penal 

 

Como se indicó en precedencia, según el 

Artículo 32, Numeral 6 del Código Penal 

Colombiano, no hay responsabilidad penal 

cuando la persona agredida obre “por la 

necesidad de defender un derecho propio o 

ajeno contra injusta agresión actual o 

inminente, siempre que la defensa sea 

proporcionada a la agresión. Se presume la 

legítima defensa en quien rechaza al extraño 

que, indebidamente, intente penetrar o haya 

penetrado a su habitación o dependencias 

inmediatas”. De esta manera, se consagra la 

legítima defensa o defensa necesaria, y la 

figura conocida con el nombre de presunción 

legal de legítima defensa. Como se desprende 

del tenor legal, la legítima defensa no es más 

que el “ejercicio de la violencia pata proteger 

un derecho o bien jurídico atacado en forma 

injusta”4. Este concepto pone de manifiesto, 

sin duda alguna que, la naturaleza jurídica de 

esta institución es la de ser una causal de 

justificación y, por ende, una norma 

permisiva.  

                                                            
4 VELÁSQUESZ VELÁSQUEZ, Fernando. 

Manual de Derecho Penal Parte General, ed. 

Andrés Morales, cuarta edición actualizada, 

Bogotá, 2010, pág. 487.  

 

¿Quién puede defenderse? 

 

Ante la pregunta ¿quién puede defender? 

Es pertinente hacer la siguiente aclaración: el 

derecho colombiano distingue dos tipos de 

personas: i) la persona natural y ii) la persona 

jurídica. Las personas naturales son “todos los 

individuos de la especie humana, cualquiera 

que sea su edad, sexo, estirpe o condición”5. 

En tanto que, la persona jurídica es “una 

persona ficticia, capaz de ejercer derechos y 

contraer obligaciones civiles, y de ser 

representada judicial y extrajudicialmente”6.  

 

En ese orden de ideas, en principio, puede 

defenderse toda persona humana, lo que 

significa que, las personas jurídicas 

(empresas, agremiaciones, fundaciones, etc.), 

desde un punto de vista jurídico penal no 

pueden ejercer la figura de la legítima defensa, 

como quiera que son personas ficticias.  

 

La persona natural puede ejercer la figura 

de la legítima defensa sin que importe su edad, 

su condición mental, etc., aunque no falta 

quienes pretenden excluir de esta causal de 

justificación a las personas con discapacidad 

mental, a los menores de edad y a los 

miembros de policía y organismos de 

seguridad. Sin embargo, de manera más 

precisa ha decirse que el Artículo 32, Numeral 

5 Artículo 74 del Código Civil Colombiano.  
6 Artículo 545 del Código Civil Colombiano.  
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6 del Código Penal, no exige que la persona 

agredida que ejerza la legítima defensa, tenga 

alguna calidad o cualidad específica. De 

manera tal que, cualquier persona puede 

defenderse, claro está, cumpliendo con los 

requisitos de dicha causal de justificación.  

 

Como ejemplos de legítima defensa se 

pueden señalar el de la joven que rechaza al 

abusador sexual con un arma blanca o un arma 

de fuego y le causa lesiones de consideración 

o la muerte; el del conductor agredido por el 

atracador que, para impedir el despojo de su 

vehículo, reacciona y le da muerte al asaltante; 

el hijo que lesiona al padre embriagado, que, 

con un garrote, golpea a la madre indefensa, 

etc.  

 

¿Cuáles son los requisitos de la legítima 

defensa? 

 

Los requisitos que configuran la legítima 

defensa son los siguientes: 

 

1. Necesidad de la defensa 

2. Defensa de un derecho propio o ajeno 

3. Agresión actual o inminente  

4. Proporcionalidad entre la agresión y la 

defensa 

 

1. Necesidad de la defensa: La defensa 

debe considerarse necesaria cuando la 

                                                            
7 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Op. Cit., pág. 

167.  
8 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ. Fernando Op. 

Cit., pág. 489.  

naturaleza del ataque así lo exija, vale decir, 

cuando no exista otro medio idóneo para 

repeler la agresión o para evitarla7.  

 

2. Defensa de un derecho propio o 

ajeno: Son susceptibles de protección o de 

defensa los derechos, bienes o intereses que 

pertenezcan a una persona y cuyo goce sea 

amparado por la ley, tales como la vida, la 

integridad personal, el patrimonio económico 

y la integridad sexual.  

 

3. Agresión actual o inminente: La 

agresión actual, “es la que ya ha comenzado y 

no ha concluido aún, la que se concreta en un 

daño real y todavía persiste”8; la inminencia, 

“es la que no ha comenzado aún, pero se 

infiere de los gestos, amenazas, actitudes, etc., 

que pueden implicar daño inmediato o peligro 

para la persona o para su derecho, a partir de 

la situación objetiva”9. Para que haya agresión 

no se precisa la iniciación del ataque, ni 

siquiera su consumación, pues es suficiente 

que del contexto en el cual se desenvuelven los 

hechos, se derive la convicción de que la 

agresión va a producirse, o ya comenzó a 

ejecutarse; lo anterior, es obvio, pues el 

agredido no puede sentarse a esperar que el 

ataque se haga efectivo, como quiera que lo 

finalidad de la defensa es evitar un daño o 

peligro de daño a un derecho, esto es, evitar 

que se cometa un delito.  

9 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ. Fernando Op. 

Cit., pág. 489. 
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4. Proporcionalidad entre agresión y 

defensa: Este requisito, delimita los límites 

dentro de los cuales la reacción se justifica. La 

proporcionalidad, en todo caso, no ha de 

entenderse de manera absoluta, es necesario 

determinar concretamente cuándo la defensa 

de un determinado bien o el empleo de cierto 

instrumento, justifica el sacrificio del interés 

perteneciente al agresor. De esta manera, “la 

exigencia de proporcionalidad no se traduce 

en la igualdad mecánica, sino en equivalencia 

de la potencialidad ofensiva. El agredido está 

autorizado por el derecho para recurrir a los 

medios de que dispone y por lo mismo a 

medios más drásticos que los empleados por el 

agresor si no hay otros a su alcance. Y dentro 

de los medios disponibles, la autorización se 

refiere a los que de momento parecen eficaces, 

sin exageración ni temeridad, para conjurar el 

peligro”10. 

 

Es bueno precisar que, la 

proporcionalidad no está referida solo a los 

medios desplegados por la persona agredida y 

la persona que agrede, sino que también debe 

mirarse las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar, así como también la personalidad del 

atacado y del atacante, la entidad del ataque, 

los bienes en conflicto, etc.11.  

 

                                                            
10 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, Juan. 

Derecho Penal Fundamental. Teoría general del 

delito y punibilidad. Tomo II, segunda 

reimpresión, ed. Temis, Bogotá, 1995, pág. 338.  

Así, por ejemplo, sería muy 

desproporcionada la defensa de quien utiliza 

una ametralladora para repeler el ataque 

producido con una pequeña navaja, o un 

tanque de guerra para enfrentar una agresión a 

pedradas; de la misma manera, lo es la defensa 

cuando el atacado toma un cuchillo para 

rechazar a quien le golpea con los puños Por 

el contrario, dadas las circunstancias, puede 

ser proporcionada la defensa del anciano 

postrado en una silla de ruedas que se defiende 

de la agresión llevada a cabo por un corpulento 

atleta de dos metros de estatura, mediante la 

utilización de un revólver, etc.  

 

Ha de tenerse en cuenta que, la 

proporcionalidad debe ser medida de manera 

individual, en cada caso, pero no desde la 

perspectiva subjetiva, sino conforme al 

criterio objetivo del hombre razonable que en 

ese instante y circunstancias se ve agredido12.  

 

Adviértase que, como es apenas natural, 

cualquier exceso del agredido lo sustrae de los 

linderos de la justificante y lo lleva a incurrir 

en un comportamiento delictivo. 

 

Reflexiones finales  

 

Frente a las graves situaciones de 

criminalidad que enfrenta el Estado 

colombiano, la defensa es una alternativa 

11 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. Op. 

Cit., pág. 495.  
12 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. 

Ibídem, pág. 496.  
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legítima, es un derecho fundamental que por 

lo mismo, debe ser protegido y facilitado, 

teniendo de presente que al ciudadano 

honesto, que viene discurriendo su vida social 

productiva, respetuoso de los valores del 

Derecho, el Estado y la Justicia, tiene que 

procurársele, mediante el reconocimiento de 

una defensa más contundente que la agresión, 

mediante el reconocimiento de medios más 

eficaces que los utilizados por el agresor, la 

posibilidad real de proteger su vida y sus 

derechos frente al poder desenfrenado de la 

violencia. 

 

En tal virtud, y por estas razones, el 

requisito de la proporcionalidad, no puede 

entenderse en términos de igualdad con el 

peligro ni con los derechos o bienes en peligro, 

pues al agredido hay que reconocerle la 

posibilidad efectiva de contener la agresión, 

teniendo en cuenta que, al ciudadano común, 

no se le puede exigir que se enfrente de igual 

a igual con el agresor pendenciero que 

generalmente lleva ya la ventaja de actuar 

primero y por sorpresa.  

 

En la apreciación de los requisitos y 

condiciones que configuran o reconocen la 

legítima defensa, el juez ha de tomar en cuenta 

las condiciones reales que se viven en cada 

lugar, época y condiciones del hecho tanto 

personales como objetivas, pues muchas veces 

una situación agresiva solo toma sentido, 

especial gravedad o connotación, en atención 

a las condiciones personales o al lugar y 

modalidad de los hechos delictivos. Ha de 

advertirse que, en la fatídica realidad de la 

violencia, el agresor por lo general realiza su 

acontecimiento por sorpresa, tomando a la 

víctima desprevenida o por sorpresa, situación 

que en muchos casos impide tener perfecta 

percepción del nivel del riesgo y de la 

magnitud del peligro, como también, en 

muchos eventos, la premura de las 

circunstancias, impide mesurar sobre la forma 

de la defensa.  

 

Se ha de llegar a la conclusión, que, en 

caso de duda razonable sobre una de las 

condiciones de la acción defensiva, tal duda 

debe resolverse en favor de la persona que se 

defiende, es decir, de la persona que actúa en 

ejercicio de la legítima defensa, como causal 

de ausencia de responsabilidad contenida en el 

Artículo 32, Numeral 6 del Código Penal 

Colombiano (Ley 599 de 2000). 

 

 

 

 


